	TEMA: Concurso aparente de norma entre delito de desobediencia a la autoridad (art. 314 del Código Penal) y delito de incumplimiento de medida de protección (art. 43 de la Ley de Penalización de Violencia contra las Mujeres).

	Despacho
	Tribunal de Apelación de Sentencia Penal del Segundo Circuito Judicial de San José.
	“Lo concerniente a la calificación jurídica de las conductas acreditadas, se desarrolla en el Considerando IV de la sentencia. Para el tribunal de juicio, hay un concurso aparente de normas, según el cual el tipo penal de «desobediencia» (artículo 314 del Código Penal), tendría que desplazar al de «incumplimiento de una medida de protección» (artículo 43 de la Ley de Penalización de la Violencia contra las Mujeres, N° 8589 de 25 de abril de 2007), porque el artículo 2 de la Ley N° 8589 indica lo siguiente: «Artículo 2.- Ámbito de aplicación. Esta ley se aplicará cuando las conductas tipificadas en ella como delitos penales se dirijan contra una mujer mayor de edad, en el contexto de una relación de matrimonio, en unión de hecho declarada o no. Además, se aplicará cuando las víctimas sean mujeres mayores de quince años y menores de dieciocho, siempre que no se trate de una relación derivada del ejercicio de autoridad parental.» Conforme a este artículo 2 -razona el juzgador-, si en el presente caso no media una relación de matrimonio o de unión de hecho entre el imputado y la ofendida (sino que aquel es hijo de esta), no es aplicable el artículo 43 de esta misma ley especial (N° 8589 de 25 de abril de 2007), sino que se debe aplicar el tipo penal de «desobediencia» previsto en el Código Penal. Este Tribunal respeta la manera en que el tribunal de juicio interpreta este problema concursal, pero no comparte la solución propuesta. Consideramos que en el análisis también debe incluir la incidencia de la reforma que se introdujo al artículo 3 de la Ley contra la Violencia Doméstica (Ley N° 7586 de 10 de abril de 1996), que es la norma que determina cuáles son las medidas de protección que cabe ordenar cuando se trata de situaciones de violencia doméstica, cuyo párrafo final dice así: «De incumplirse una o varias de estas medidas contraviniendo una orden emanada de la autoridad competente, esta deberá testimoniar piezas al Ministerio Público para que se siga el juzgamiento por el delito de incumplimiento de una medida de protección» (el subrayado es suplido, así reformado por el artículo 1 de la Ley N° 8925 del 3 de febrero de 2011).La introducción de esta reforma, por ley posterior a la N° 8589, vino a subrayar la especialidad del artículo 43 respecto al delito de «desobediencia» que se prevé en el Código Penal. Sobre esta cuestión hemos considerado anteriormente, que concurren una serie de factores por los cuales el tipo penal de «incumplimiento de una medida de protección» (artículo 43) es el que desplaza al de «desobediencia» (así, en nuestra sentencia N° 1647 de las 9:15 horas del 20 de noviembre de 2018), que cabe reiterar en este asunto. Primero, se debe tener en cuenta la literalidad de las normas en concurso, que es la siguiente:«Artículo 314.- Desobediencia. Se impondrá prisión de seis meses a tres años, a quien no cumpla o no haga cumplir, en todos sus extremos, la orden impartida por un órgano jurisdiccional o por un funcionario público en el ejercicio de sus funciones, siempre que se haya comunicado personalmente, salvo si se trata de la propia detención» (Código Penal). «Artículo 43.- Incumplimiento de una medida de protección. Será sancionado con pena de prisión de seis meses a dos años, quien incumpla una medida de protección dictada por una autoridad competente, dentro de un proceso de violencia doméstica en aplicación de la Ley contra la violencia doméstica» (Ley N° 8589 de 25 de abril de 2007). Comparando las dos normas, se aprecia con claridad que sí existe la posibilidad de un concurso aparente entre ambas figuras penales (artículo 23 del Código Penal), como sucede en este asunto, en que el delito «incumplimiento de una medida de protección» desplaza por especialidad al de «desobediencia», porque la orden consiste en una medida de protección y la imparte la autoridad judicial dentro de un proceso de violencia doméstica, en aplicación de la Ley contra la Violencia Doméstica (Ley N° 7586 de 10 de abril de 1996). Que entre ambas figuras existe un concurso aparente de normas y que el artículo 43 se aplica en lugar del 314 por un criterio de especialidad, en casos como el presente, es algo que ya ha sido anteriormente advertido en nuestra jurisprudencia, señalando adicionalmente que el delito de «desobediencia» resulta ser una figura menos favorable para el caso particular que se juzga, porque el extremo mayor de la pena señalada para la «desobediencia» es un año superior a la que se prevista para el «incumplimiento de una medida de protección» (en este sentido la sentencia del Tribunal de Casación Penal, N° 1184 de las 10:24 horas del 9 de setiembre de 2011, precedente que subraya que no es un elemento objetivo del tipo penal que el autor del «incumplimiento de una medida de protección» mantenga una relación de matrimonio o de unión de hecho con la persona a cuyo favor se dictó la orden). En relación a estos dos delitos, también se ha señalado lo siguiente: «En una República democrática, como se define Costa Rica en el artículo 1 de la Constitución Política, se garantiza que "Nadie puede ser inquietado ni perseguido por la manifestación de sus opiniones ni por acto alguno que no infrinja la ley. Las acciones que no dañen la moral o el orden público o que no perjudiquen a tercero, están fuera de la acción de la ley" (artículo 28 de la Constituci ón Política), por lo que nuestro Derecho Penal se rige por el llamado principio de lesividad, de manera que solamente interviene cuando existe una amenaza de lesión o de peligro para bienes jurídicos cuya tutela se ha considerado fundamental por la importancia que tienen para la convivencia social. Pero en la Constitución Política también se garantiza a todos los habitantes de la República que, ocurriendo a las leyes, han de encontrar reparación para las injurias o daños que hayan recibido en su persona, propiedad o intereses morales, mediante "justicia pronta, cumplida, sin denegación y en estricta conformidad con las leyes" (artículo 41 de la Constitución Política), por lo que entonces, para un pleno acceso a la justicia y una tutela judicial efectiva que contribuyan al fortalecimiento de la democracia y de la convivencia pacífica entre las personas, resulta necesario y valioso que las resoluciones judiciales se cumplan, no solo que sean eficaces (que tengan la capacidad de lograr un efecto deseado o esperado), sino que además sean eficientes (que tengan la capacidad de lograr realmente el efecto en cuestión, en el menor tiempo posible y con el mínimo de recursos posibles), como parte del principio del derecho llamado seguridad jurídica (o certeza, certidumbre o consistencia del derecho), valor que al Estado corresponde garantizar en el ejercicio del poder político, legislativo y judicial, haciendo que los habitantes tengan un conocimiento seguro y claro de las consecuencias jurídicas de sus propios actos. Conforme a esos principios, nuestro legislador ha estimado necesario prever y sancionar la figura de la «Desobediencia» en el Título XIII del Libro Segundo del Código Penal (artículo 314), como un delito contra la "Autoridad Pública", y se haentendido que el bien jurídico así tutelado es el normal funcionamiento de un órgano de la Administración Pública en sentido amplio (que incluye al Poder Judicial), que no debe verse obstruido o perturbado por la actitud de los particulares o administrados (así SOLER, Sebastián: Derecho Penal Argentino, Tomo V, Tipográfica Editora Argentina, Buenos Aires, 1983, p. 88; FONTÁN BALESTRA, Carlos: Derecho Penal Parte Especial, 13ª edición, Abeledo-Perrot, Buenos Aires, 1992, p. 803 a 804; BREGIA ARIAS, Omar y otro: Código Penal y Leyes Complementarias, Editorial Astrea, 1987, p. 843; BUSTOS RAMÍREZ, Juan: Manuel de Derecho Penal Parte Especial, Editorial Ariel, Barcelona, 1991, págs. 371 a 372). La desobediencia además se considera como un delito instantáneo (así FONTÁN BALESTRA, Carlos: Op. cit., p. 815) que, según el modo de la conducta ordenada, podría ser cometido por acción o por omisión (así CREUS, Carlos: Derecho Penal Parte Especial, Tomo 2, Editorial Astrea, Buenos Aires, 1988, p. 228). Es un delito doloso, exige que el autor tenga conocimiento personal de la orden (que a su vez debe ser clara y concreta) impartida y se consuma en el instante en que se incumple la orden, sin que el tipo penal requiera la causación de un resultado, por lo que se trata entonces de un delito de mera actividad. El delito de «Incumplimiento de medidas de protección» es una modalidad especial de «Desobediencia», por lo que todo lo dicho sobre este último delito también es de aplicación para esa modalidad especial prevista en el artículo 43 de la Ley N° 8589. Es una modalidad especial de la «Desobediencia» porque le da a los elementos de esta figura una definición más específica, así, por ejemplo, la "orden impartida" consiste concretamente en "medidas de protección" y el "ejercicio de sus funciones" de la autoridad lo es concretamente un proceso de violencia doméstica regido por la Ley N° 7586 del 10 de abril de 1996, de modo que el bien jurídico preponderante en su tutela lo es específicamente la autoridad judicial.» (Tribunal de Apelación Penal, N° 1150 de las 8:55 horas del 27 de agosto de 2018). En este mismo sentido, como lo advierte la fiscal Natalia Hidalgo Porras, la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, ha indicado que el artículo 43 de la Ley de Penalización de la Violencia contra las Mujeres, conforme a lo dispuesto en el artículo 3 de la Ley contra la Violencia Doméstica, "...es aplicable en todos los casos en que se discuta el incumplimiento de medidas de protección dictadas en situaciones de violencia doméstica […] indistintamente de si de si dichas acciones se realizan antes, durante o una vez finalizada la relación de pareja, o en situaciones de distinta naturaleza, que son cobijadas por tal ley" (el subrayado es suplido, Sala Tercera, N° 1278 de las 10:45 horas del 11 de octubre de 2019)”

	Número de resolución
	Formato: 0136-2021
	

	Fecha de resolución
	28 de enero de 2021.
	

	Texto completo
	Todavía no está visible en nexus

	


	TEMA: -No se acredita en el caso, de manera fehaciente, clara y coherente el dolo con el cual actuó el endilgado en la comisión del delito de incumplimiento de medida de protección, debido a la falta de claridad al momento e notificación de las medidas de protección, aspecto que se ve intensificado debido a  la duda respecto a si el encartado sabe leer y escribir. 
-Falta de fundamentación en las circunstancias de tiempo y lugar del hecho acusado no puede ser acogida en virtud de que, de aceptarse se estaría avalando que, el factor tiempo, sea un requisito innecesario de la acción u omisión que describen en sus requisitorias los representantes del Ministerio Público, posición que, a todas luces, es inaceptable, máxime que ello abriría, inclusive, la posibilidad de juzgar eventos que podrían estar prescritos y causar inseguridad jurídica a la parte acusada.

	Despacho
	Tribunal de Apelación de Sentencia del Tercer Circuito Judicial de Alajuela.
	“A partir de las anteriores consideraciones, es criterio de esta cámara de impugnaciones, que no se logra extraer de manera clara y coherente un razonamiento propio sobre el dolo con el cual actuó el endilgado, máxime que, al apreciar el acta de notificación, no se le leyó el contenido de la resolución, y el mismo encausado, al ser identificado en debate, apuntó que no fue a la escuela ni colegio, concretamente, se le preguntó: ¿sabe leer y escribir? y contestó: "no, poco " (cf. minuto 11:34). Así las cosas, una vez revisados los argumentos expuestos en sentencia sobre el extremo de interés, se aprecia un ayuno de prueba, que no permite concluir de manera indubitable que el sindicado, efectivamente, tenía conocimiento sobre las medidas de protección, si bien, la representación fiscal, contesta que, por medio de la ofendida y la relación de pareja que mantuvo con el endilgado, le permitió verificar tal circunstancia, esta aseveración no es abordada de manera diáfana y en cohesión con los elementos probatorios. De la observación del registro audiovisual, en atención a la declaración de la ofendida, se aprecia en el archivo 170004540431PE-16032020022651-2_Multi--0, los siguientes extractos de la declaración de la ofendida: a.-) "reviso el facebook, y no, no he vuelto a ver mensajes de él" (minuto 22:57), b.-) "¿usted tuvo conocimiento si esas medidas se las notificaron a don XXX no sé, porque diay, eso si, eso si le llegaron a la casa de él, él sí me dijo una vez a mí, que me atuviera a las consecuencias por todos los trámites que yo había hecho (...) me imaginé que era de los trámites que había puesto la demanda, porque, antes de yo cambiar la línea, él me mandaba mensajes de muerte y todo hasta por facebook" (minuto 24:50 a 26:05) y c.-) "el comportamiento después de que se le impusieron estas medidas, igual, a él no le importaba, decía que las leyes no le importaba " (minuto 27:19). De los anteriores aspectos se denotan referencias que, debieron ser ponderadas por el tribunal a quo, resultaba necesario ahondar en el acervo probatorio -en cuenta la declaración de la ofendida-, para determinar si el encausado sabía o no de la existencia de aquellas medidas, no obstante, hubo un ayuno de fundamentación sobre este extremo, el cual tampoco podría ser suplido en alzada.”
“a partir de de lo anterior, debe advertirse que, tampoco, se podría acreditar el conocimiento que tenía el endilgado sobre las medidas y el alcance de estas, so pretexto que él sabía que la relación que existía entre la ofendida y él era problemática, o que la agraviada no quería continuar con él, puesta que tales aspectos solo evidencian el contexto de la relación, no la existencia y el conocimiento de las medidas.”
“Esta cámara de impugnaciones, no podría avalar tales apreciaciones, en primer lugar, no se apoya en prueba testimonial, documental o de cualquier otra naturaleza para ubicar en tiempo el hecho; además, inicia advirtiendo un estado dubitativo de las testigos sobre este extremo y, luego, realiza un salto en su argumento para concluir que a ellas les consta la dinámica del evento y el lugar donde este tuvo lugar. Agrega, también, que las partes tenían conocimiento sobre los hechos atribuidos por el ente acusador; no obstante, tal aseveración no resuelve el ayuno de prueba sobre el momento del evento. Entiende este tribunal de impugnaciones que la juzgadora pretendió ubicar el momento del hecho con base en la descripción del suceso, propiamente con las condiciones modales y el lugar en que este acaeció; sin embargo, limitarse a informarle a la defensa técnica y material cuál es la acción que se le atribuye, sin poder circunscribirlo a un determinado día o, bien, a un lapso razonable, constituye un quebranto al principio del derecho de defensa, contraviniendo los artículos 12 y 303 inciso b) del Código Procesal Penal, así como los numerales 8.2 inciso b) y c) de la Convención Americana de Derechos Humanos. De aceptarla posición vertida en el fallo, se estaría avalando que, el factor tiempo, sea un requisito innecesario de la acción u omisión que describen en sus requisitorias los representantes del Ministerio Público, posición que, a todas luces, es inaceptable, máxime que ello abriría, inclusive, la posibilidad de juzgar eventos que podrían estar prescritos. En todo caso, no medió ninguna relación de las condiciones modales y el lugar, con otro elemento de prueba que le permitiera a la juzgadora inferir razonablemente cuándo sucedió el acontecimiento, y, aún y cuando el representante del ente acusador hace eco de la prueba documental -ampliación de la denuncia-, en el fallo oral no se analiza, de modo alguno, tal elemento, máxime que, de la denuncia original, se ubicó el suceso en enero de 2017, lo cual no coincide con la imputación de hechos. Tampoco sería viable sustituir en alzada tal razonamiento, comparando y examinando la información que de ella se pueda vertir y de qué manera resulta o no coincidente con lo afirmado por las deponentes en el contradictorio.”

	Número de resolución
	Formato: 0097-2021
	

	Fecha de resolución
	29 de enero de 2021
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	Todavía no está visible en nexus

	


